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1.   Introducción 

Entre las múltiples innovaciones que introdujo en el proceso laboral la Ley 36/2011, 
de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, destacó el establecimiento de una 
modalidad ejecutiva específica para sustanciar la ejecución de sentencias de condena dic-
tadas en procedimientos de conflicto colectivo. Esta opción del legislador no tan solo dio 
respuesta a reivindicaciones históricas de amplios sectores del iuslaboralismo que clama-
ban por dotar al procedimiento de conflicto colectivo de una utilidad práctica de la que 
carecía 1, sino que, además, se asentaba en una jurisprudencia constitucional que amparaba 
la posibilidad de ejecutar sentencias colectivas cuando estas contenían pronunciamientos 
de condena, fueran estas de carácter indivisible o susceptibles de concreción individual 2. 

1   Carecía de utilidad práctica puesto que al no preverse legalmente la ejecución de la sentencia de conflicto 
colectivo, el sistema obligaba a reiterar el litigio en un procedimiento de carácter individual que culminara con un 
título ejecutivo. De esta forma, se multiplicaban los pleitos así como el tiempo invertido en ellos, debilitándose 
la tutela judicial efectiva y, de paso, contribuyéndose gratuitamente a la sobrecarga de los tribunales laborales. 

2   Vid. SSTC 92/1988, de 23 de mayo y 178/1996, de 12 de noviembre.
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No obstante, a pesar de la elogiable iniciativa del legislador, se verá que en reali-
dad el precepto intenta la cuadratura de círculo, pues al forzar determinados institutos 
jurídico-procesales se producen grietas en el sistema implementado. En efecto, el art. 247 
LRJS faculta individualmente a las personas trabajadoras beneficiarias de una sentencia 
de condena colectiva para que puedan instar su ejecución, aunque no de forma directa y 
aislada sino condicionándose el ejercicio de esta acción a que confieran expresamente su 
representación a un órgano o sujeto colectivo representante de los trabajadores. Y aunque 
la norma legal confiera formalmente la condición de parte y la legitimación activa a los 
sujetos colectivos, lo cierto es que la exigencia de apoderamiento previo de los represen-
tantes colectivos induce a pensar que realmente estos no ostentan ni la condición de parte 
ni, por ello mismo, la legitimación activa propiamente dicha. Como se verá seguidamente, 
el reto que afronta el legislador es complicado desde un punto de vista dogmático, pues se 
trata de acoplar un título ejecutivo de carácter colectivo con el derecho individual a instar 
la acción ejecutiva por parte de los trabajadores que son beneficiarios del mismo. Y aunque 
la solución técnico-procesal que adopta el legislador es aceptable, pues en la práctica ha 
resultado ser bastante operativa, hay que reconocer que la redacción del precepto merecía 
mayor corrección terminológica, pues a la capacidad de postulación procesal que se con-
fiere a los órganos de representación —unitarios y sindicales— de los trabajadores se la 
denomina legitimación, lo cual fácilmente puede inducir a prácticas procesales erráticas. 

2.   Cuestiones terminológicas previas 

2.1.   Concepto de parte 

Dispone el art. 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil —LEC— que serán considera-
dos partes legítimas quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación 
jurídica u objeto litigioso. 

En el proceso civil son partes la persona que pide en nombre propio, o en cuyo nombre 
se pide, la actuación de la ley, y la persona frente o contra la cual se pide 3. Para Montero 
Aroca, es parte quien pide la tutela judicial y frente a quien se pide; caracterizando a la 
parte quien asume los derechos, cargas y obligaciones que se derivan de la realización del 
proceso, lo que significa que en los supuestos de representación (tanto voluntaria como 
legal y necesaria), la verdadera parte es siempre el representado 4. 

Para Gimeno Sendra, partes no son todos los sujetos que intervienen en el proceso, 
sino únicamente quienes interponen la pretensión y quienes se oponen a ella, presupo-
niendo el concepto de parte una titularidad o cierta situación con respecto a la relación 
jurídico material debatida (art. 10 LEC) y se determina en función de las expectativas 
de declaración, realización o transformación de dicha relación material por la sentencia 

3   Gómez Orbaneja, Emilio: Derecho Procesal Civil. Parte General. El proceso declarativo ordinario. 8.ª 
edición, Madrid, 1979, p. 123. 

4   Montero Aroca, Juan: Derecho Jurisdiccional II. Proceso civil. AA.VV. 23.ª edición, Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2015, p. 59. 
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o, lo que es lo mismo, por los efectos de la cosa juzgada. 5 Las partes son aquellos que 
por ostentar la titularidad de los derechos y obligaciones o algún interés legítimo en una 
determinada relación jurídica discutida interponen, a través de la demanda, su pretensión 
o se oponen a ella mediante la contestación a la demanda 6. 

La doctrina procesalista ahonda en el concepto de parte distinguiendo entre parte 
principal y parte subordinada, siendo la primera quien, por ser titular de la relación jurídico 
material debatida y por verse expuesto a los futuros efectos directos de la sentencia, está 
legitimada para deducir la pretensión u oponerse a ella, delimitando el objeto del proceso 
y generando la obligación del juez de congruencia de la sentencia, contra la cual pueden 
recurrir con independencia, provocando además, si la relación jurídica es disponible, la 
finalización anormal del proceso a través de actos de disposición como el desistimiento, 
renuncia, allanamiento, etc. En cambio, la parte subordinada (como es el interviniente 
adhesivo o coadyuvante) se encuentra en una relación jurídica dependiente de la principal, 
por lo que ni delimita el objeto del proceso ni puede transigir sobre el mismo ni puede 
impugnar la sentencia con independencia del principal, limitándose a coadyuvar con sus 
actos de postulación al éxito de la pretensión o defensa de la parte principal. 7 

2.2.   La Legitimación procesal 

Bajo la rúbrica de Condición de parte procesal legítima, dispone el art.10.1 LEC que 
serán considerados partes legítimas quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares 
de la relación jurídica u objeto litigioso. 

En términos semejantes y con la rúbrica de Legitimación, dispone el art. 17.1 LRJS 
que los titulares de un derecho subjetivo o un interés legítimo podrán ejercitar acciones 
ante los órganos jurisdiccionales del orden social, en los términos establecidos en las leyes. 

Para la doctrina procesalista 8, la legitimación viene establecida por una norma de de-
recho material que otorga, a quien interpone la pretensión o se opone a ella, la titularidad 
del derecho subjetivo u obligación jurídica material, del bien jurídico o del interés legítimo 
que se discute en el proceso. Por esta razón, concluye Gimeno Sendra, la legitimación 
pertenece al derecho material, vincula a las partes con la relación jurídico material que se 
discute en el proceso y, por la misma, no constituye presupuesto procesal alguno, sino que 
se erige en un elemento subjetivo de la fundamentación de la pretensión.

En el mismo sentido, Ramos Méndez afirma que, admitido el principio de libertad 
de acción, no puede condicionarse la admisibilidad del juicio a que el litigante justifique 
in limine litis la titularidad de su derecho, pues la existencia o no de dicha titularidad sólo 
resultará del juicio, de la sentencia; desde el punto de vista procesal, estrictamente, el sig-
nificado de legitimación se circunscribe a determinar quiénes son las partes en un juicio, 

5   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. El proceso de declaración .Parte General. Castillo de 
Luna, Ediciones jurídicas, Madrid, 2015, p. 113. 

6   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 114. 
7   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ibídem. 
8   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 159.
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de forma que estará legitimada activamente en un pleito concreto la persona que proponga 
la demanda y legitimada pasivamente la persona frente a quien se dirige la demanda 9. 

Para Ramos Méndez, la Constitución ha venido a añadir un nuevo elemento a la 
complejidad de la cuestión al distinguir entre derechos e intereses legítimos y extender la 
tutela judicial efectiva a ambas categorías, de forma que la tutela judicial efectiva no sólo 
ha de dispensarse a quien tiene un derecho sino también al que invoca un interés legítimo, 
todo lo cual exige obviar una concepción demasiado estrecha de la legitimación. Para el 
mismo autor, lo útil de la legitimación es recordar que el juicio siempre se desenvuelve 
entre partes concretas y determinadas, demandante y demandado, y si alguien aparece en 
una de dichas posiciones, no queda más remedio que atenderle y despacharle su cuita, 
otorgándole la tutela prometida. 10 

Finalmente, hay que indicar que el Tribunal Constitucional también ha acotado el 
concepto de legitimación procesal —en este caso, referida a un sindicato— en los siguien-
tes términos: …la legitimación procesal es la consideración especial en que tiene la ley, dentro 
de cada proceso, a las personas que se hallan en una determinada relación con el objeto del litigio 
y, en virtud de la cual, exige, para que la pretensión procesal pueda ser examinada en cuanto al 
fondo, que sean dichas personas las que f iguren como partes en tal proceso. Por ello, hemos dicho 
(por todas, STC 252/2000, de 30 de octubre , FJ 3) que la legitimación es "una específ ica relación 
entre el actor y el contenido de la petición que se ejercita", caracterizando el interés legítimo que 
permite establecer tal vínculo como una relación material unívoca entre el sujeto y el objeto de 
la pretensión de suerte que, de estimarse ésta, se produzca un benef icio o la eliminación de un 
perjuicio que no necesariamente ha de revestir un contenido patrimonial ( SSTC 65/1994, de 28 
de febrero , FJ 3, 105/1995, de 3 de julio , FJ 2, 122/1998, de 15 de junio, FJ 4 , y 203/2002, 
de 28 de octubre , FJ 2). (FJ 5, STC 164/2003, de 29 de setiembre). 

Por otra parte, tanto la doctrina como la jurisprudencia han coincidido en distinguir 
entre legitimación ad processum y legitimación ad causam. De esta forma, la primera se 
refiere a la capacidad que es necesario poseer para ser sujeto de una relación procesal y 
poderla realizar con eficacia jurídica, sin la cual no se puede entrar en el conocimiento 
de la cuestión de fondo; mientras que la legitimación ad causam aparece en función de 
la pretensión formulada, requiriendo una aptitud específica determinada, mediante la 
justificación necesaria para intervenir en una «Litis» especial y concreta, por obra de una 
relación en que las partes se encuentran respecto a la cosa que es objeto de litigio (STS, 
4.ª, de 28 de abril de 2003, rec. 1094/2001). 

El Tribunal Constitucional define la legitimación ad causam que debe ostentar un 
sindicato en un litigio con las siguientes precisiones: …hemos señalado con reiteración 
que para poder considerar procesalmente legitimado a un sindicato no basta que éste acredite la 
defensa de un interés colectivo o la realización de una determinada actividad sindical, dentro 
de lo que hemos denominado «función genérica de representación y defensa de los intereses de los 
trabajadores». Debe existir, además, un vínculo especial y concreto entre dicho sindicato (sus f ines, 

9   Ramos Méndez, Francisco: Guía para una transición ordenada a la Ley de Enjuiciamiento Civil. Ed. 
J.M. Bosch, Barcelona, 2000, p. 216. 

10   Ramos Méndez, Francisco: Guía para una transición ordenada… Ob. cit., p. 217.
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su actividad, etc.) y el objeto del debate en el pleito de que se trate, vínculo o nexo que habrá de 
ponderarse en cada caso y que se plasma en la noción de interés profesional o económico, traducible 
en una ventaja o benef icio cierto, cualif icado y específ ico derivado de la eventual estimación del 
recurso entablado ( SSTC 7/2001, de 15 de enero, FJ 5 , y 24/2001, de 29 de enero , FJ 5). (FJ 
5, de la STC 164/2003, de 29 de setiembre). 

2.3.   Legitimación ordinaria y legitimación extraordinaria

Tanto la doctrina procesalista como la jurisprudencia han coincidido en distinguir 
dentro del concepto de legitimación procesal la ordinaria de la extraordinaria. La legitima-
ción ordinaria, originaria, directa o propia es la que se ostenta en virtud de la titularidad 
de un derecho o interés legítimo y a ella se refiere el art. 24.1 CE al proclamar el derecho 
a la tutela judicial efectiva de los derechos e intereses legítimos, así como el art. 10.1 LEC, 
que se refiere a aquellos que comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación 
jurídica u objeto litigioso 11. 

Existen supuestos en los que la legitimación ordinaria no puede referirse a la afir-
mación de una titularidad de un derecho subjetivo o la imputación de una obligación, 
simplemente porque no existe ni uno ni otra; se trata de las situaciones jurídicas en las que 
la ley directamente determina qué posición debe ocupar una persona para que esté legiti-
mada, lo que ocurre en la nulidad matrimonial (arts. 74 a 76 CC), separación (art. 81 CC), 
divorcio (arts. 86 a 88 CC), filiación (133 y ss. CC) o incapacitación (art. 759 LEC) 12.

También en la impugnación de negocios jurídicos radicalmente nulos, para instar 
la acción de declaración de inexistencia del contrato (art. 1261 CC) o para promover la 
nulidad radical o de pleno derecho (art. 6.3 CC), la jurisprudencia ha reconocido legiti-
mación activa al tercero que ostente interés legítimo por el hecho de poder verse afectado 
por la sentencia firme que se dicte 13. 

En cambio, la legitimación extraordinaria viene prevista en el párrafo segundo del 
art. 10 LEC, que prevé, como excepción a la regla general de la legitimación ordinaria, la 
legitimación de persona distinta al titular del derecho o del interés legítimo. Se trata de 
aquellos casos en que el demandante puede actuar en el proceso en interés de un tercero, 
produciéndose en tal supuesto una falta de identidad entre las partes materiales y las for-
males que comparecen en el proceso, de forma que quien comparece en el litigio actúa en 
interés de otro, aunque dicha intervención ha de circunscribirse a los taxativos supuestos 
en los que la ley expresamente lo autorice 14.

Una primera manifestación de la legitimación extraordinaria es la legitimación por 
sustitución procesal, en la cual el actor comparece a juicio en nombre propio e interés propio, 
pero en defensa de un derecho ajeno, de forma que la parte procesal es el sustituto y no 
el sustituido, aunque los efectos de la sentencia afectarán a ambos, por lo que también el 

11   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 162. 
12   Montero Aroca, Juan: Derecho Jurisdiccional. II. Ob. cit., p. 81. 
13   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 163.
14   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ibídem. 
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sustituido podrá comparecer en el proceso como interviniente litisconsorcial (art. 13 LEC), 
aunque esta última intervención no es obligatoria y no debe ser llamado el sustituido a 
juicio, pudiéndose dictar sentencia con la sola actuación procesal del sustituto 15. Como 
ejemplos de esta legitimación por sustitución procesal pueden señalarse la legitimación del 
Ministerio Fiscal para promover la incapacitación de la persona (757.2 LEC), la acción 
subrogatoria del art. 1111 CC, etc. 

En la jurisdicción social pueden encontrarse múltiples ejemplos de legitimación 
por sustitución procesal en aquellos casos en que la norma legal faculta al FOGASA a 
comparecer en nombre e interés propio pero también en defensa de un derecho o interés 
ajeno, que puede ser en algunos casos del empresario y en otros de los trabajadores (arts. 
23, 24, 276, etc. LRJS). 

Una segunda manifestación de legitimación extraordinaria es la legitimación repre-
sentativa, en cuyo caso, lo mismo que en la legitimación por sustitución, también en la 
representativa la parte formal actúa derechos ajenos, pero mientras que en la legitimación 
por sustitución lo hace en nombre e interés propio, en la representativa, la defensa de 
dichos derechos también lo es en nombre e interés de otro. 16 

Gimeno Sendra considera que la legitimación representativa es distinta a la re-
presentación material o procesal, pues en estas últimas la representación obedece a un 
contrato de mandato y en la legitimación representativa es la ley que atribuye o encarga 
al tercero la facultad de ejercitar la acción en nombre o interés de otros y para la defensa 
de sus derechos. Como ejemplos de legitimación representativa, el mismo autor señala la 
representación orgánica del Presidente de una Comunidad de Propietarios (art. 13.3 de 
la Ley 49/1960, de propiedad horizontal), los colegios profesionales para reclamar hono-
rarios de sus colegiados (art. 5 de la Ley 2/1974, de Colegios Profesionales), la Sociedad 
General de Autores para reclamar o defender los derechos de propiedad intelectual de 
sus asociados, las asociaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidos para 
la defensa de los derechos e intereses de sus asociados y los difusos de consumidores y 
usuarios (arts. 11 LEC). 

Montero Aroca propone como ejemplo de esta legitimación extraordinaria repre-
sentativa de un interés colectivo a las organizaciones sindicales cuando actúan en defensa 
de este interés colectivo 17. Hay que tener en cuenta que las organizaciones sindicales 
también pueden litigar en defensa de derechos o intereses legítimos propios, como sería 
el caso de la interposición de una demanda de tutela del derecho de libertad sindical 
contra una empresa que le niega la constitución de una sección sindical ex art. 10 LOLS 
o la demanda contra un laudo arbitral electoral (art. 76 ET) que le recorta el número de 
delegados electos. 

15   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ibídem. 
16   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 165.
17   Montero Aroca, Juan: Derecho jurisdiccional II. Ob. cit., p. 84. 
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2.4.   Capacidad de postulación 

Se entiende por capacidad de postulación la exigencia legal de que las partes forma-
les o con capacidad procesal comparezcan representadas por un procurador y defendidas 
por un abogado, salvo tasadas excepciones, a fin de poder realizar válidamente los actos 
procesales 18. 

La capacidad de postulación en el proceso civil se regula en los arts. 23 a 35 LEC. 
Concretamente, en el art. 23.1 LEC se dispone que la comparecencia en juicio será por 
medio de procurador, y en el art. 31.1 se agrega que los litigantes serán dirigidos por 
abogados habilitados para ejercer su profesión en el tribunal que conozca del asunto. En 
consecuencia, salvo excepciones tasadas, en el proceso civil la parte tan solo podrá litigar 
si comparece representada por procurador y asistida en su defensa por abogado. 

Ramos Méndez argumenta que la actuación procesal de la parte está mediatizada 
por una serie de instituciones técnicas, y ello por cuanto que la complejidad de la materia 
jurídica y el formalismo de los ritos procesales ponen fuera del alcance de los particulares 
su postulación directa ante los tribunales, y de aquí la necesidad de colaboración de per-
sonas técnicas para el mejor auxilio de la administración de justicia, lo que se traduce en 
la necesidad de intermediarios profesionales entre las partes y los tribunales de justicia 19. 
Sin embargo, el mismo autor enjuicia de forma muy crítica esta situación, considerando 
que peca de superabundante por exceso de tutela, resultando esta dualidad desproporcio-
nada pues la representación y defensa podrían estar encomendadas a la misma persona 20. 
Es bastante obvio que esta valoración doctrinal queda verificada de forma empírica en la 
jurisdicción social, en la que los derechos a la defensa y a la tutela judicial quedan plena-
mente garantizados con la intervención de un solo profesional jurídico. 

En efecto, la capacidad de postulación se ha regulado tradicionalmente en el proceso 
laboral de forma muy distinta al civil, pues desde sus inicios los litigantes fueron eximidos 
de comparecer en juicio representados por procurador y asistidos de abogado. Ya en la Ley 
de Tribunales Industriales de 1908 (art. 4) se disponía de forma explícita que no resultaba 
necesaria ni la intervención de procurador ni la de abogado, sin perjuicio de que la parte 
que quisiera emplear sus servicios hubiera de asumir el pago de sus honorarios 21. 

Esta regla sobre capacidad de postulación en el proceso laboral se ha mantenido 
vigente hasta nuestros días, como evidencia el art. 18.1 LRJS al disponer que: Las partes 
podrán comparecer por sí mismas o conferir su representación a abogado, procurador, graduado 
social colegiado o cualquier otra persona que se encuentre en pleno ejercicio de sus derechos civi-
les. […] En el mismo sentido, el art. 21.1 LRJS prescribe que: La defensa por abogado y la 
representación técnica por graduado social colegiado tendrá carácter facultativo en la instancia. 
No obstante lo anterior, punto seguido el mismo precepto también incorpora una de las 
excepciones, estableciendo que en el recurso de suplicación los litigantes habrán de estar 

18   Gimeno Sendra, Vicente: Derecho Procesal Civil I. Ob. cit., p. 139. 
19   Ramos Méndez, Francisco: Guía para una transición ordenada…, p. 236. 
20   Ramos Méndez, Francisco: Guía para una transición ordenada…, Ibídem. 
21   Montero Aroca, Juan: Los Tribunales de Trabajo (1908-1938). Ediciones de la Universidad de 

Valencia, Valencia, 1976, p. 44. 
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defendidos por abogados o representados técnicamente por graduado social colegiado, y 
en el recurso de casación y en las actuaciones ante el Tribunal Supremo será preceptiva 
la defensa de abogado. Estas mismas excepciones, operativas en segundo y tercer grado 
jurisdiccional, se reiteran en el art. 231 LRJS. Asimismo, tal como se verá más adelante, 
el art. 247 LRJS igualmente acoge otra de las excepciones a la regla general de capacidad 
de postulación en el proceso social. 

En consecuencia, conforme al art. 16.1 LRJS y como regla general en la jurisdicción 
social, a las partes les basta encontrarse en el pleno ejercicio de sus derechos civiles para 
poder comparecer en juicio por sí mismas en defensa de sus derechos e intereses legí-
timos. Y esta capacidad de postulación no requiere, salvo excepciones, ni apoderar a un 
representante ni designar para la defensa a un abogado ni nombrar a un graduado social 
colegiado para la asistencia técnica. 

2.5.   Representación y defensa

Aunque las partes puedan comparecer en el proceso social sin otorgar representación 
y sin designar para su defensa o asistencia técnica ni letrado ni graduado social colegiado, 
lo cierto es que en casi el 100 por 100 de pleitos sociales las partes acuden asistidas y, a 
menudo, representadas por técnicos en derecho, sean estos abogados o graduados sociales 
colegiados y, muy excepcionalmente, representados por procurador. 

Dado que el juicio laboral se desarrolla prácticamente siempre —a pesar de no cons-
tituir requisito legal— con asistencia técnico-jurídica que asumirá la defensa de la parte 
y, con mucha frecuencia, confiriendo la representación 22, resulta conveniente repasar de 
forma sucinta ambas figuras de postulación procesal, y ello por cuanto que las mismas 
adquieren especial relevancia a la hora de examinar la legitimación procesal en la ejecución 
de sentencias colectivas susceptibles de individualización. 

2.5.1.   Concepto de representación procesal, mecanismos de otorgamiento y supuestos legales 
de representación imperativa

La representación se confiere mediante el acto de apoderamiento, el cual incorpora 
la declaración emitida por el poderdante para conferir al apoderado las facultades de la 
representación. En general el apoderamiento faculta al representante para la realización de 
aquellos actos de carácter dispositivo que pueden producirse en el pleito: interposición de 
la demanda, ratificación, aclaración, alegaciones, propuesta y práctica de prueba, absolución 
de posiciones, transacción, allanamiento, recursos, desistimiento, etc. 

En la jurisdicción social se prevén diferentes formas de conferir la representación 
procesal, algunas de ellas comunes al proceso civil y otras específicas del proceso laboral. 

22   Conviene advertir que cuando la parte litigante es una persona jurídica —lo que sucede normalmen-
te en la parte empresarial—, esta comparecerá a juicio mediante la representación conferida a una persona 
física, la cual si es experta en derecho es posible que asuma la representación y defensa. En caso contrario, si 
el representante es lego en derecho, con casi total seguridad esta será asistida técnicamente por abogado o 
graduado social colegiado. 
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Concretamente, se podrá conceder la representación empleando los siguientes mecanis-
mos: 1) Mediante poder otorgado apud acta, es decir, por comparecencia ante el secre-
tario judicial (art. 18.1 LRJS); 2) La representación también podrá conferirse mediante 
escritura pública otorgada ante Notario (art. 18.1 in f ine LRJS); 3) También las partes 
pueden conferir apoderamiento para comparecer a juicio ante el servicio administrativo 
de conciliación laboral (arts. 3 y 9 del RD. 2756/1979, de 23 de noviembre); 4) Asimismo, 
mediante la designa de letrado, graduado social o procurador en la demanda, en cuyo caso 
suscribirán la misma el poderdante y el profesional apoderado, debiéndose ratificar el 
poderdante en el acto del juicio (art. 80, 1, e) LRJS); y 5) Los sindicatos también podrán 
actuar en el proceso en nombre e interés de sus afiliados cuando estos últimos lo autoricen 
(art. 20.2 LRJS), debiéndose acreditar en este caso: …la condición de af iliado del trabajador 
o empleado y la existencia de la comunicación al af iliado de su voluntad de iniciar el proceso. La 
autorización se presumirá concedida salvo declaración en contrario del af iliado. 

A pesar de que constituye regla general en el proceso social de que la parte —sea 
demandante o demandada— puede comparecer a juicio por sí misma sin necesidad de 
otorgar representación (art. 18.1 LRJS), la ley procesal laboral prevé ciertos supuestos en 
que es obligatoria la representación procesal 23. En efecto, la LRJS prevé la necesidad de 
apoderar a un representante en los siguientes casos: 1) En los procesos en los que deman-
den de forma conjunta más de diez actores, los cuales deberán designar un representante 
común, con el que se entenderán las sucesivas diligencias del litigio (art. 19.2 LRJS). En 
este caso, necesariamente el representante deberá ser abogado, procurador, graduado social 
colegiado, uno de los demandantes o un sindicato, y la representación podrá conferirse 
mediante apoderamiento apud acta, por escritura pública o mediante comparecencia ante 
el servicio administrativo de conciliación; 2) En procesos en que se produce pluralidad de 
actores (más de diez) pero no originaria, es decir, que existen más de diez demandantes 
como consecuencia de la acumulación de varios procesos en uno solo. En este caso, el 
representante también deberá ser una de las personas indicadas en el punto anterior. Sin 
embargo, debe puntualizarse que esta exigencia legal de representación por pluralidad de 
actores no es absoluta, pues el apartado 4 del art. 19 LRJS permite que cualquiera de los 
demandantes o demandados pueda expresar su voluntad justificada de comparecer por 
sí mismo o designar un representante propio, diferenciado del designado por el resto; y 
3) Cuando las organizaciones sindicales actúen en el proceso en nombre e interés de los 
trabajadores, los funcionarios o personal estatutario afiliados a ellos que así se lo autoricen 
para la defensa de sus intereses individuales, recayendo en dichos afiliados los efectos de su 
actuación (art. 20.1 LRJS). En este específico caso, los sindicatos actuarán necesariamente 
mediante la representación de cada trabajador individualmente considerado y esta deberá 
acreditarse con una doble circunstancia: a) Que el/los trabajador/es está/n afiliado/s, y b) 
Que el trabajador/es demandante/s tenga/n conocimiento del inicio del procedimiento 24.

23   Vid. Montoya Melgar, Alfredo: Curso de procedimiento laboral. 10.ª edición. AA.VV. Ed. Tecnos, 
Madrid, 2014, p. 117. 

24   Montoya Melgar, Alfredo: Curso de procedimiento laboral. Ibíd. 
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2.5.2.   Defensa y asistencia técnica 

Ya se ha adelantado que en el proceso social, a diferencia del civil, la defensa por 
abogado y la representación técnica por graduado social colegiado tiene carácter facul-
tativo (art. 21.1 LRJS). Sin embargo, el legislador ha establecido unas reglas comple-
mentarias para garantizar a las partes el principio de igualdad de armas, de forma que 
si la parte demandante piensa comparecer en el proceso asistido de letrado o graduado 
social deberá hacerlo constar en la demanda y, asimismo, el demandado pondrá esta 
circunstancia en conocimiento del órgano jurisdiccional por escrito y dentro de los 
dos días siguientes al de su citación a juicio, y ello con el objeto de que, trasladada tal 
intención al actor, pueda este estar igualmente asistido de abogado o graduado social 
(art. 21.2 LRJS). 

La defensa de la parte —que puede ser ejercida por abogado— no ha de confundirse 
con la asunción de su representación. A pesar de que ambas figuras pueden coincidir 
simultáneamente en el mismo profesional jurídico en un procedimiento, tienen un 
contenido y alcance jurídico muy distintos. Conforme al art. 542 LOPJ, se reserva al 
abogado en exclusiva la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos. En 
el mismo sentido, el art. 21 LRJS reserva al abogado la defensa de las partes en juicio. Y 
aunque es cierto que en el proceso laboral el abogado puede asumir de forma simultánea 
la defensa y la representación de la parte, no siempre se produce esta acumulación de 
funciones.

En cambio, la LRJS ha atribuido al graduado social la representación técnica de la 
parte, expresión que implica que este profesional jurídico asume acumulativamente en la 
jurisdicción social la representación de la parte y su asistencia técnico-jurídica. Sin em-
bargo, en la práctica habitual ante los órganos jurisdiccionales del orden social se produce 
la asistencia jurídica de los litigantes por parte del graduado social colegiado sin asunción 
de su representación, la cual será inexistente cuando no conste acto de apoderamiento 
por cualquiera de los mecanismos legalmente establecidos, y ello a pesar de que conste 
en autos la designa para su asistencia técnico-jurídica. Sin embargo, esta flexibilización 
de la actuación profesional del graduado social ante los tribunales no debe conllevar la 
confusión de ambas figuras postulantes. 

Asimismo, la confusión entre designa y apoderamiento se reproduce a menudo en ca-
sos de nombramiento de abogado de oficio por parte de la Comisión de justicia gratuita. A 
pesar de los frecuentes equívocos, hay que insistir en que el nombramiento del letrado de 
oficio por parte del correspondiente Colegio de Abogados no comporta el apoderamiento 
de la persona beneficiaria de justicia gratuita, entre otras cosas porque esta última no ha 
conferido la representación legal al letrado designado por el Colegio de Abogados para 
defenderle. En definitiva, la designa faculta al letrado nombrado para desplegar la defensa 
de la parte y su dirección técnica, pero no para asumir su representación y para llevar a 
cabo por su cuenta y riesgo actos procesales de disposición del litigante prescindiendo de 
la declaración de voluntad de este. 
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3.   La legitimación en el proceso declarativo de conflicto colectivo 

3.1.   Objeto y partes en la modalidad procesal de conflicto colectivo

Dispone el art. 153.1 LRJS que se tramitarán a través del proceso de conflicto colec-
tivo las demandas que afecten a intereses generales de un grupo genérico de trabajadores 
o a un colectivo genérico susceptible de determinación individual y que versen sobre la 
aplicación e interpretación de una norma estatal, convenio colectivo, cualquiera que sea su 
eficacia, pactos o acuerdos de empresa o de una decisión empresarial de carácter colectivo, 
incluidas las de los arts. 40.2, 41 y 47 ET, así como los acuerdos de interés profesional de 
los trabajadores autónomos económicamente dependientes y, asimismo, la impugnación 
de los convenios o pactos colectivos no comprendidos en el art. 163 LRJS. No obstante, 
puntualiza el precepto que las decisiones empresariales de despido colectivo se tramitarán 
de conformidad con el art. 124 de la misma ley procesal. 

También se tramitará por esta misma modalidad procesal de conflicto colectivo la 
impugnación de convenios colectivos y de laudos arbitrales sustitutivos de éstos. Asimismo, 
la impugnación de las decisiones de la empresa de atribuir carácter reservado o de no co-
municar determinadas informaciones a los representantes de los trabajadores así como los 
litigios relativos al cumplimiento por los representantes de los trabajadores y los expertos 
que les asistan de su obligación de sigilo. 

En consecuencia, teniendo en cuenta que el objeto del conflicto colectivo se caracte-
riza por su afectación a un grupo genérico de trabajadores, aun en el caso de que el mismo 
sea susceptible de determinación individual, se explica que las partes litigantes hayan de 
ser sujetos colectivos, lo que quiere decir que los sujetos legitimados en esta modalidad 
procesal han de ostentar la condición de representantes colectivos, y ello con la particular 
matización respecto del empresario. En efecto, hay que tener presente que el empleador 
es igualmente sujeto titular de la autonomía individual y de la autonomía colectiva que 
no exceda del ámbito empresarial. De esta forma, la empresa es sujeto individual en aque-
llos litigios de carácter individual o plural como, por ejemplo, en un proceso de despido 
individual o de reclamación de cantidad, incluso en el caso en que haya pluralidad de 
trabajadores demandantes (que han acumulado su acción frente al empresario en una sola 
demanda). Por el contrario, la empresa exhibirá la condición de sujeto colectivo cuando sea 
parte —actora o demandada— en un pleito de carácter colectivo de ámbito empresarial o 
infra-empresarial como, por ejemplo, en caso de impugnación judicial de una modificación 
sustancial de condiciones de trabajo colectiva del art. 41.2 ET, la cual habrá de instarse por 
un órgano unitario o sindical de representación de los trabajadores mediante la modalidad 
procesal de conflicto colectivo accionando contra la empresa. 

En cambio, en la parte social la distinción entre sujeto colectivo y sujeto individual 
es mucho más nítida: cuando el accionante o el demandado es un trabajador o varios 
trabajadores que han acumulado su acción y han apoderado a un representante para 
ejercitar la acción, se estará ante un sujeto procesal de carácter individual y la modalidad 
procesal por la que se deberá sustanciar su reclamación será necesariamente individual, 
incluso en el caso de que hayan acumulado su acción individual un conjunto amplio de 
trabajadores. Por el contrario, cuando la parte social pretenda accionar o sea sujeto pasivo 
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de una reclamación de carácter colectivo, deberá desplegar su actuación procesal mediante 
los sujetos procesales colectivos legitimados previstos en la ley. Como se verá seguida-
mente, la jurisprudencia constitucional ha seguido una clara línea de preservación de la 
legitimación colectiva, incluso llegando al límite de negar la legitimación procesal de un 
trabajador en un proceso de conflicto colectivo cuya resolución le afectaba directamente 
(STC 12/2009, de 12 de enero). 

3.2.   Legitimación activa en la modalidad de conflicto colectivo (art. 154 LRJS)

El art. 154 establece las reglas que rigen la legitimación activa en los procesos de conflicto 
colectivo, estableciéndose pautas específicas para los procesos colectivos de ámbito superior 
al empresarial y los afectantes a nivel de empresa o infra-empresarial. De esta forma, osten-
tarán legitimación activa en los conflictos de ámbito supra-empresarial las organizaciones 
sindicales cuya esfera de actuación se corresponda o sea más amplia que la del conflicto, las 
organizaciones empresariales cuyo ámbito de actuación se corresponda o sea más amplio que 
el del conflicto, y ello siempre que el conflicto sea de ámbito superior al empresarial. También 
se reconoce legitimación a las asociaciones de TRADE y a los sindicatos representativos de 
estos, para el ejercicio de las acciones colectivas relativas a su régimen profesional, siempre 
que su ámbito de actuación se corresponda o sea más amplio al del conflicto. 

Dentro del perímetro empresarial, o infra-empresarial, serán sujetos legitimados los 
empresarios y los órganos de representación legal o sindical de los trabajadores (art. 154, 
c) LRJS), así como las Administraciones públicas empleadoras incluidas en el ámbito del 
conflicto y los órganos de representación del personal laboral al servicios de las anteriores. 

Como destaca la doctrina, la legitimación en los procesos colectivos pivota sobre la 
idea de ámbito de actuación del sujeto colectivo en cuestión 25, de forma que los sujetos co-
lectivos podrán ser parte en el conflicto colectivo siempre que su ámbito de actuación sea 
igual o superior al círculo de afectación del proceso colectivo. Esta regla legal expresa el 
principio de correspondencia entre el ámbito del conflicto y el ámbito de actuación de los 
sujetos colectivos que lo promueven, y la misma supone la incorporación en el plano pro-
cesal de la doctrina mantenida por el Tribunal Constitucional a partir de la STC 70/1982, 
de 29 de noviembre, confiriendo a los sindicatos legitimación para instar procedimientos 
de conflicto colectivo, legitimación que también se reconoce en el art. 2.2, d) LOLS 26. 

Aunque el legislador de forma extensa detalla en el art. 154 LRJS los sujetos que 
ostentan legitimación activa en la modalidad procesal de conflicto colectivo y, por el 
contrario, para nada se refiera a la legitimación pasiva, hay que tener en cuenta que, 
como apunta Montero Aroca 27, para la legitimación pasiva no hay norma expresa pero 
los puntos de partida siguen siendo válidos, de modo que entre los legitimados anteriores 
quien no aparezca como demandante será el demandado. Y aunque lo normal será que el 

25   Álvarez Cortés, Juan Carlos: «Los actores procesales colectivos: una aproximación» en Representa-
ción y representatividad colectiva en las relaciones laborales. AA.VV. Ed. Bomarzo, Albacete, 2017, p. 630. 

26   Galiana Moreno, Jesús María y Luján Alcaraz, José: Curso de procedimiento laboral. 10.ª edición, 
AA.VV. Ed. Tecnos, Madrid, 2014, p. 270. 

27   Montero Aroca, Juan: Introducción al proceso laboral. Ob. cit., p. 280. 
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conflicto se plantee frente al empresario o asociación empresarial, si estos últimos son los 
demandantes, la legitimación pasiva corresponderá a los respectivos representantes de los 
trabajadores afectados por el conflicto 28.

Finalmente, conviene traer a colación una última observación sobre los sujetos co-
lectivos que no pasa desapercibida en el articulado de la Ley de la Jurisdicción Social. No 
debe perderse de vista que los sujetos colectivos que, como tales, asumen la representación 
institucional de intereses generales, también pueden actuar en ocasiones concretas como 
sujetos individuales en procedimientos de carácter individual. Por ejemplo, cuando una 
organización sindical o patronal es demandada por despido por un ex empleado discon-
forme con la extinción del contrato laboral que le unía con una de estas organizaciones. 
En tal supuesto ejemplificativo, es evidente que la entidad sindical o patronal comparecerá 
como parte demandada al juicio de despido como sujeto individual. 

3.3.   La legitimación colectiva de los sindicatos y la jurisprudencia constitucional

Desde un punto de vista histórico, el reconocimiento de la legitimación procesal de 
las organizaciones sindicales, que se inició en la transición democrática, no ha sido un 
camino fácil. Partiendo de un sistema tan juridificado como el de las relaciones laborales 
bajo el franquismo, en el que la solución de los conflictos laborales era de forma pre-
dominantemente judicial, resultaba previsible que las organizaciones sindicales una vez 
legalizadas intentasen asumir también la defensa de los trabajadores, especialmente en 
asuntos colectivos, en sede judicial, pasando a ser el proceso de conflicto colectivo la vía 
esencial de acceso de los sindicatos a la jurisdicción laboral para la defensa de los intereses 
colectivos de los trabajadores 29. De esta forma, la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional fue decisiva para la progresiva adaptación de la legislación procesal a los principios 
del Estado democrático, en el cual se reconocía (art. 7 CE) a los sindicatos la función de 
contribuir: …a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios.

De la jurisprudencia constitucional sobre la legitimación colectiva de las organiza-
ciones sindicales surgida a partir de 1982 interesa destacar aquí las siguientes cuestiones: 

1.º Reconocimiento de la legitimación procesal colectiva de los sindicatos. La primera 
sentencia que abordó esta problemática fue la STC 70/1982, de 29 de noviembre, en la que 
se superó la noción de representación del derecho privado y se avanzó en la existencia de 
una representación institucional, conforme a la cual los sindicatos tienen capacidad genérica 
para representar a los trabajadores y para actuar procesalmente a través de la modalidad de 
conflicto colectivo. Además, el TC avanzaba una interpretación sistemática de los derechos 
colectivos, que la organización sindical recurrente en aquel supuesto ya había alegado, 
señalando que no es lógico, por ejemplo, que quien puede negociar un convenio colectivo 
—un sindicato— no pudiera plantear un conflicto colectivo en relación al mismo (F.J. 5.º). 

28   Galiana Moreno, Jesús María y Luján Alcaraz, José: Curso de procedimiento laboral. Ob. cit., p. 271. 
29   Alfonso Mellado, Carlos Luis: «Legitimación procesal de las organizaciones sindicales», en La 

jurisprudencia constitucional en materia laboral y social en el período 1999-2010. Libro homenaje a María Emilia 
Casas. AA.VV. Ed. La Ley, Wolters Kluwer, Madrid, 2015. p. 785. 
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2.º Distinción entre legitimación general en abstracto —ad processum— y legitima-
ción procesal en concreto —ad causam— de las organizaciones sindicales. Esta cuestión 
ya se suscitó en la pionera STC 70/1982 30, pero se examinó de forma más extensa en 
resoluciones posteriores. Así, en la STC 164/2003, de 29 de setiembre, citando sentencias 
anteriores 31, se reitera que los sindicatos desempeñan una función genérica de defensa de 
los intereses de los trabajadores que no descansa sólo en el vínculo de la afiliación sino en 
la propia naturaleza sindical del grupo, por lo cual, en principio, es posible reconocer como 
legitimado al sindicato para accionar en cualquier proceso en que estén en juego intereses 
colectivos de los trabajadores. Continúa razonando que: …desde la STC 101/1996, de 11 
de junio, venimos exigiendo que esta genérica legitimación abstracta o general de los sindicatos, 
reconducible a su relevancia constitucional, se proyecte de un modo particular sobre el objeto de los 
procesos que entablen ante los Tribunales mediante un vínculo o conexión entre la organización 
que acciona y la pretensión ejercitada. […] Se trata en def initiva de aplicar a estas personas 
jurídicas asociativas singulares la misma exigencia que se aplica a otra persona física o jurídica 
para reconocerle la posibilidad de actuar en un proceso: ostentar interés legítimo en él. […] la 
legitimación procesal del sindicato, en cuanto a aptitud para ser parte en un proceso concreto o 
«legitimatio ad causam», ha de localizarse en la noción de interés profesional o económico; a través 
de la noción de ‘interés legítimo’. (F.J. 5.º). En definitiva, para poder considerar procesalmente 
legitimado a un sindicato no basta que este acredite la defensa de un interés colectivo 
o la realización de una determinada actividad sindical sino que, además, debe existir un 
vínculo especial o concreto entre la organización sindical y el objeto del pleito, vínculo o 
nexo que habrá de ponderarse en cada caso. 32 

3.º Necesidad de implantación del sindicato en el ámbito concreto de afectación. 
La STC 37/1983, de 11 de mayo, insiste en la distinción entre legitimación en abstracto 
y legitimación en concreto —legitimatio ad causam—, atendiendo en este último caso al 
criterio de la implantación del sindicato en la empresa, estimándose como suficiente que 
la afiliación del sindicato en la misma rondara entre el 17 % y el 30%. Las SSTC 59/1983, 
de 6 de julio y 74/1983, de 30 de julio, rechazaron la legitimación del comité de empresa 
que pretendía plantear conflicto colectivo en un ámbito que excedía del centro de trabajo 
en el que había sido elegido. La STC 37/1983 precisa que no cabe confundir el concepto 
de implantación con el de representatividad previsto en el Título II del ET, por lo que el 
sindicato gozaba de legitimación ad causam por el hecho de contar con una afiliación de 
trabajadores entre el 17% y el 30% aunque no tuviera presencia en los órganos unitarios 
de representación. En cambio, la STC 210/1994, de 11 de julio, se niega la legitimación 
ad causam a un sindicato más representativo por no haber podido acreditar que, en el ám-
bito del conflicto, tuviese la más mínima implantación, motivo por el cual no se tenía por 
conculcado el art. 28.1 CE. La jurisprudencia unificada ha seguido estas pautas, negando 
la legitimación en los casos de no concurrir el principio de correspondencia y tratarse de 
sindicatos que no estuvieran implantados en la empresa demandada (SSTS, 4.ª, de 29 de 

30   Concretamente se aborda en el FJ 3.º de la STC 70/1982. 
31   Se remite a las SSTC 210/1994, de 11 de junio y 203/2002, de 28 de octubre. 
32   En el mismo sentido SSTC 142/2004; 153/2007 y 202/2007. 
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abril de 2010, rec. 128/2009; 6 de junio de 2011, rec. 162/2010; 20 de marzo de 2012, rec. 
71/2010; 19 de diciembre de 2012, rec. 289/2011; etc.). 

4.º Preservación de la legitimación colectiva. La jurisprudencia constitucional tam-
bién declaró desde un principio la constitucionalidad de restringir la legitimación en los 
procesos colectivos, impidiendo que los trabajadores individuales (o los empresarios en el 
ámbito sectorial) pudieran iniciar procesos de impugnación de convenios colectivos (SSTC 
65/1988, de 13 de abril; 46/1988, de 21 de marzo; 4/1987, de 23 de enero), aunque la 
misma doctrina también se aplicó a los procesos de conflicto colectivo, como sucede en 
la STC 12/2009, de 12 de enero, en la que se insiste en la conexión estructural del proce-
dimiento de conflicto colectivo con la autonomía colectiva, sin cuya conexión no resulta 
posible entender el significado del proceso, de forma que: …la exclusión de la legitimación 
activa o pasiva de los trabajadores individuales deriva, así, de la propia naturaleza colectiva de 
los intereses sobre los que versa el procedimiento y es compatible con la tutela del interés individual 
a través del proceso ordinario. (F.J. 6.º). Para Alfonso Mellado, se trata de una importante 
sentencia en la que se aclara e insiste en los siguientes aspectos: a) El carácter amplio de la 
noción de interés colectivo, susceptible de justificar la interposición de un conflicto colec-
tivo; b) La vinculación entre el proceso de conflicto colectivo y el marco constitucional de 
la autonomía colectiva, y c) La constitucionalidad de dar prioridad al elemento colectivo 33. 

5.º La legitimación procesal de los sindicatos concierne tanto a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE) como al derecho fundamental a la libertad sindical. Las SSTC 
142/2004, de 13 de setiembre y 28/2005, de 14 de febrero, exponen la necesidad de abor-
dar la vulneración del art. 24 CE —que era el derecho fundamental cuya infracción invo-
caba el recurso— en conexión con el derecho de libertad sindical y, por tanto, la exigencia 
de aplicar un canon de constitucionalidad reforzado para garantizar suficientemente no 
sólo el derecho de tutela judicial efectiva sino también el ejercicio de la actividad sindical, 
derivada del derecho de libertad sindical 34.

4.   La legitimación activa en la ejecución de sentencias colectivas de condena 

Aunque tradicionalmente la sentencia colectiva tenía un carácter declarativo y como 
tal no permitía su ejecución judicial, lo cierto es que la jurisprudencia constitucional sí que 
admitió su ejecución cuando esta contenía pronunciamientos de condena, como así lo pro-
clamaron las emblemáticas SSTC 92/1988, de 23 de mayo y 178/1996, de 12 de noviembre. 
De esta forma, el mismo Tribunal Constitucional 35 razonaba que: Es verdad que el procedi-
miento de conflicto colectivo sólo puede utilizarse para dilucidar aquellas cuestiones que afectan a 
un grupo de trabajadores considerado en su conjunto […] pero ello no ha sido obstáculo para que en 
ocasiones se satisfagan por esta vía pretensiones en las que el aspecto objetivo del conflicto (el interés 
general o colectivo) cede en importancia ante el elemento subjetivo, y en las que, en consecuencia, no 

33   Alfonso Mellado, Carlos Luis: «Legitimación procesal de las organizaciones sindicales». Ob. cit., 
p. 803. 

34   Alfonso Mellado, Carlos Luis: «Legitimación procesal de las organizaciones sindicales». Ob. cit., 
p. 807. 

35   Fundamento Jurídico 8.º in f ine de la STC 178/1996, de 12 de noviembre. 
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se reclama tanto la interpretación de una norma de alcance general como el cumplimiento de una 
obligación que afecta a un grupo de trabajadores (STC 92/1988 y, reiterándolo, la STC 3/1994).

En consecuencia, en estos supuestos en que el fallo de la sentencia de conflicto co-
lectivo contiene pronunciamientos declarativos y, además, impone obligaciones a la parte 
demandada, debe accederse a la ejecución de la sentencia en sus propios términos, com-
portando la denegación de la misma la vulneración del derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE) 36. 

Sin embargo, de cara a discernir el tipo de modalidad ejecutiva así como la legitima-
ción activa en la acción ejecutiva, resulta esencial distinguir entre las sentencias colectivas 
de condena que imponen obligaciones de carácter indivisible de las que imponen obli-
gaciones susceptibles de determinación individual 37. No se trata de un esfuerzo estéril ni 
academicista, se trata de calibrar si resulta de aplicación la modalidad ejecutiva específica 
ex art. 247 LRJS o si, por el contrario, puede sustanciarse la ejecución por las modalidades 
ejecutivas genéricas previstas en el Título I del Libro IV de la LRJS. Como se verá, el 
alcance de la legitimación activa puede variar entre la primera modalidad o las segundas. 

4.1.   La legitimación activa en la ejecución de sentencias colectivas que imponen 
obligaciones indivisibles

Cuando el proceso colectivo tiene por objeto una pretensión que afecta al interés 
general de un grupo genérico de trabajadores y tal interés se presenta como indivisible, es 
decir, no susceptible de fraccionamiento entre los potenciales beneficiarios de la sentencia, 
dicho proceso colectivo de cognición puede dar lugar a una sentencia de condena ejecuta-
ble, puesto que su carácter indivisible hace inviable toda reclamación individual, de lo que 
se infiere que la negativa a despachar esta ejecución colectiva daría lugar irremisiblemente 
a la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva al no existir otra vía para lograr la 
efectividad de la sentencia 38. 

La STC 178/1996, de 12 de noviembre, precisamente aborda la ejecución de una 
sentencia colectiva que imponía a la empresa Fasa Renault una obligación de condena 
de carácter indivisible. Concretamente, en el fallo de la sentencia objeto de ejecución se 
declaraba el derecho de los trabajadores del centro de trabajo de Madrid a que se mantu-
viera el servicio de economato laboral y, por tanto, a su reapertura y mantenimiento en las 
mismas condiciones que regían con anterioridad al cierre. Del fallo se derivan dos datos 
fundamentales: en primer lugar, que se trata de una obligación de hacer, concretamente 
de reabrir y mantener el economato laboral. En segundo lugar, esta obligación instituida 
en la ejecutoria no admite división entre el colectivo laboral afectado, de forma que la 
reapertura beneficia y afecta por igual a todos y cada uno de los trabajadores del centro. A 
partir de tales datos objetivados, debe concluirse que la ejecución de la sentencia colectiva 

36   Así se declara en las SSTC 178/1996 y 92/1988. 
37   Se examina extensamente esta distinción en González Calvet, Jaume: «La ejecución de sentencias de 

conflictos colectivos tras la LRJS», en Revista Doctrinal Aranzadi Social, n.º 7, noviembre 2013, pp. 164 a 172. 
38   González Calvet, Jaume: «La ejecución de sentencias de conflictos colectivos tras la LRJS». Ob. 

cit., p. 170. 
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no podrá sustanciarse por la modalidad especial del art. 247 LRJS, pues la condena no es 
susceptible de fraccionamiento y ejecución individual, sino que habrá que ejecutarse por 
la modalidad ejecutiva genérica de obligaciones de dar, hacer o no hacer, reglada en el 
proceso social en el art. 241.2 LRJS. 

En cuanto a la legitimación activa, hay que interrogarse quién es el sujeto legitimado 
para instar la acción ejecutiva. En el presente caso Fasa Renault, al tratarse de una obliga-
ción de carácter indivisible, la legitimación activa no puede recaer en sujetos individuales, 
ni tan solo en aquellos que en el título ejecutivo aparecen como beneficiarios del derecho 
reconocido —los trabajadores del centro— pues no pueden exigir su derecho de forma 
fraccionada. En el supuesto de ejecución de obligaciones indivisibles la legitimación ac-
tiva recaerá sobre el mismo sujeto colectivo que instó el proceso colectivo de cognición, 
y ello aunque el beneficiario strictu sensu del derecho reconocido en la ejecutoria sea el 
conjunto de trabajadores más que la organización sindical demandante o el comité de 
empresa. Parece evidente que tratándose de una obligación indivisible la legitimación 
activa corresponda al sujeto colectivo representante institucional, es decir, en este caso se 
está ante un supuesto de legitimación extraordinaria representativa. 

Por otro lado, puede afirmarse que en ejecución de obligaciones colectivas indivisibles, 
se mantiene el principio de correlación o correspondencia de partes, en el sentido de que 
quien ostenta la condición de demandante en el proceso declarativo mantiene, salvando 
supuestos de sucesión procesal, esta condición en el proceso ejecutivo, de la misma forma 
que el demandado en el proceso de cognición mantiene esta misma categoría en el de eje-
cución. Pues bien, ya puede avanzarse que este principio de correlación o correspondencia 
quiebra rotundamente en la modalidad ejecutiva del art. 247 LRJS.

Finalmente, a los efectos que nos importa, conviene poner de relieve que el sujeto 
colectivo ejecutante ostenta plena legitimación activa, es decir, sin recortes ni cortapisas 
de sus facultades como parte ejecutante, y ello a pesar de que se trata, en términos teórico-
procesales, de una legitimación activa extraordinaria, tal y como se definía en las primeras 
páginas de este estudio. Se trata de una legitimación activa plena porque el sujeto colec-
tivo demandante ostenta plenitud de facultades como parte litigante, pudiendo decidir 
libremente ejercitar la acción ejecutiva, transar, desistir, etc. sin ninguna subordinación o 
dependencia jurídica respecto de los eventuales beneficiarios de los derechos instituidos 
en la ejecutoria colectiva. En este aspecto, también puede anticiparse que existen notables 
diferencias con la supuesta legitimación de la representación de los trabajadores para instar 
la ejecución ex art. 247 LRJS, legitimación de la que carecerán los sujetos colectivos si no 
son previamente apoderados por los trabajadores beneficiarios de la ejecutoria. 

4.2.   Legitimación activa de la representación de los trabajadores en la modalidad de 
ejecución de sentencias colectivas de condena susceptibles de individualización 
ex art. 247

El régimen jurídico-procesal de la ejecución de títulos colectivos susceptibles de 
individualización dista bastante de la ejecución de los títulos colectivos que instituyen 
obligaciones indivisibles. Esta diferencia incide claramente en lo que se refiere a la le-
gitimación activa, que se caracterizará por los aspectos que se relacionan seguidamente: 
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1.º Quiebra del principio de correlación o correspondencia de partes entre proceso 
declarativo y ejecutivo. La posibilidad de que se produzca esta modificación ya se anti-
cipa en la regulación del proceso declarativo de conflicto colectivo (art. 160.3 in f ine) y 
se reitera en el párrafo primero del art. 247.1 LRJS. En realidad, el trazo definitorio más 
característico de esta modalidad ejecutiva es que comporta un cambio de partes y, con 
ello, alteraciones subjetivas en la legitimación procesal, tanto en su vertiente activa como, 
en caso de conflictos colectivos de ámbito supra-empresarial, en su vertiente pasiva. Este 
cambio de partes entre el proceso declarativo de conflicto colectivo y la ejecución del art. 
247 LRJS ha sido percibido por la doctrina como una caracterización de esta modalidad 
ejecutiva 39.

2.º Hibridación de la acción ejecutiva colectiva con la individual. En estas ejecucio-
nes colectivas susceptibles de individualización, se parte de un título constituido en un 
proceso colectivo, sin embargo la ejecución del mismo se singulariza para cada trabajador 
favorecido por el título y para cada empresa. Aunque la ejecutoria tiene incuestionable 
carácter colectivo por cuanto dimana de un proceso de cognición colectivo, el sujeto 
receptor del beneficio reconocido en el título ejecutivo es individual. Esta circunstancia 
no es ignorada por el legislador, de forma que quien decide libremente ejercitar la acción 
ejecutiva no es el sujeto colectivo —parte demandante del proceso declarativo— sino el 
trabajador beneficiario del derecho reconocido, y la materialización de esta decisión se 
ha de traducir imperativamente en un acto explícito de apoderamiento o de atribución 
de la representación, y no a un apoderado cualquiera sino tan solo a sujetos colectivos. El 
legislador establece como condición sine quae non para el ejercicio de esta acción ejecutiva 
por parte de los trabajadores agraciados por la ejecutoria a que esta se ejercite mediante la 
postulación colectiva, obligando a conferir la representación a un sujeto colectivo legal-
mente habilitado para ello en el apartado 1, a) del art. 247 LRJS. En definitiva, se está ante 
una auténtica ejecución híbrida, pues se cruzan trazos de la ejecución colectiva (el título 
y los sujetos postulantes) y de la ejecución individual (trabajador agraciado que decide 
ejecutar su derecho y confiere apoderamiento y, por otra parte, la empresa ejecutada que 
se resiste a cumplir con las obligaciones que derivan del título). 

3.º A pesar de la literalidad del art. 247, en realidad se está ante una obligada postula-
ción colectiva en lugar de una «legitimación activa colectiva». Debido a que la modalidad 
ejecutiva regulada en el art. 247 es una hibridación de la ejecución colectiva e individual, 
puede entenderse la incorrección técnica en que incurre reiteradamente el legislador a la 
hora de regular la legitimación activa. 

En esta cuestión, ha de recordarse que el concepto de legitimación se contiene en el 
art. 17 LRJS que, bajo la rúbrica de legitimación, dispone en su apartado 1: Los titulares de 
un derecho subjetivo o un interés legítimo podrán ejercitar acciones ante los órganos jurisdiccio-
nales del orden social, en los términos establecidos en las leyes. Este concepto se complementa 
por el art. 18.1 LRJS al disponerse que: Las partes podrán comparecer por sí mismas o conferir 
su representación… Pues bien, los representantes legales y sindicales de los trabajadores 

39   Triguero Martínez, Luis Ángel: Ley de la Jurisdicción Social. Estudio Técnico-jurídico sistemático de 
la Ley 36/2011, de 10 de octubre. AA.VV. Ed. Comares, Granada, 2013, pp. 1407 a 1409. 
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supuestamente legitimados activamente para ejercitar la acción ejecutiva del art. 247 ni 
son titulares de los derechos subjetivos que derivan del título ejecutivo ni tampoco pueden 
comparecer e instar para sí mismos esta ejecución. 

Según el art. 247.1, a) LRJS, están legitimados para instar la acción ejecutiva: …
en nombre propio o en el de los afectados por el título ejecutivo en los conflictos de empresa o 
de ámbito inferior, el empresario o los representantes legales o sindicales de los trabajadores. A 
partir de la literalidad de la norma, puede concluirse que el empresario está legitimado 
para ejercitar la acción ejecutiva en nombre propio. Por el contrario, los representantes 
legales o sindicales de los trabajadores podrán instar la ejecución: …en nombre […] de 
los afectados. Una lectura rápida podría dar pie a entender que, en todos los casos, unos 
(los empresarios) y otros (los representantes de los trabajadores) pueden actuar bien «en 
nombre propio» o bien «en nombre de los afectados por el título ejecutivo» 40, sin embargo 
esta interpretación no parece jurídicamente viable puesto que el empresario, si es parte 
beneficiaria de la ejecutoria, instará la ejecución en nombre propio; y la representación de 
los trabajadores, si solicita la ejecución mediante esta modalidad procesal, nunca lo hará 
en nombre propio sino en nombre de los trabajadores favorecidos por el título ejecutivo, 
individuos que previamente la habrán apoderado a tal fin. 

En realidad en esta modalidad ejecutiva ex art. 247, la representación de los trabajado-
res no está legitimada para ejercitar la acción ejecutiva en nombre propio, a diferencia de 
lo que sucede —según se ha expuesto más arriba— en la ejecución de títulos colectivos de 
obligaciones indivisibles. En esta modalidad ejecutiva del art. 247 los sujetos colectivos re-
presentantes de los trabajadores no están legitimados para instar la ejecución por su cuenta 
y riesgo. Y no están legitimados porque el legislador no les ha conferido (a diferencia del 
proceso declarativo) la legitimación extraordinaria representativa y, en consecuencia, no es-
tán habilitados para instar la ejecución careciendo de apoderamientos individuales previos. 
Tal vez se justifica esta no atribución de la legitimación extraordinaria representativa por 
el hecho de que no son titulares de los beneficios y derechos dimanantes de la ejecutoria. 

Y esta falta de legitimación propiamente dicha de los sujetos colectivos —que sí 
tienen capacidad de postulación si son previamente apoderados— pone en evidencia que 
quien ostenta realmente la condición de parte en esta modalidad ejecutiva colectiva no 
son tanto los sujetos colectivos potencialmente postulantes como aquellos trabajadores 
que reúnen dos requisitos previos: a) Ser beneficiario de los derechos que derivan del 
título ejecutivo, y b) Que deciden instar la acción ejecutiva del art. 247 LRJS mediante 
apoderamiento de un sujeto colectivo habilitado legalmente para postular en su nombre 
la ejecución. 

Si el sujeto favorecido por los beneficios de la ejecutoria colectiva es individual —cada 
uno de los trabajadores favorecidos— y si los órganos de representación de los trabajadores 
precisan de apoderamiento expreso para ejercitar la acción ejecutiva «ex» art. 247, hasta 
el punto de que si ningún trabajador les ha otorgado su representación no podrán instar 
la ejecución, parece bastante evidente que en realidad quien ostenta la condición de parte 

40   Vid. Luján Alcaraz, José: Comentarios a la Ley de la Jurisdicción Social. AA.VV. Ed. Thomson Reuters 
Aranzadi. Cizur Menor, 2013, p. 1463. 
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ejecutante es cada uno de los trabajadores beneficiados y no el sindicato o el comité de 
empresa. Y si, por otro lado, el trabajador para ejercitar la acción ejecutiva debe apoderar 
imperativamente a un sujeto colectivo, habrá de concluirse igualmente que el ejercicio 
de la acción ejecutiva viene legalmente condicionado por la postulación colectiva, es decir, 
por el apoderamiento previo al ente de representación colectiva de los trabajadores, sea 
unitario o sindical. 

En definitiva, cabe afirmar que los sujetos colectivos representantes de los trabajadores 
a los que la norma legal asigna legitimación activa para instar la ejecución del art. 247, en 
realidad son representantes procesales expresamente facultados para postular la ejecución 
del título en favor tan solo de aquellos trabajadores agraciados que previamente les han 
otorgado la representación procesal para sustanciar tal ejecución, sin que en ningún caso 
estos representantes colectivos estén legitimados para instar la ejecución del resto de 
trabajadores beneficiarios que no han conferido apoderamiento. 

4.º Los sujetos colectivos «legitimados» activamente no son parte sino tan solo sujetos 
postulantes de la parte que insta la ejecución. La representación de los trabajadores que 
insta la ejecución en realidad no tiene la condición de parte sino de sujeto representante/
postulante de los trabajadores ejecutantes. Y no tienen la condición de parte porque no 
pueden instar la ejecución del título ni en nombre propio ni sin tener conferida la repre-
sentación procesal de algún trabajador favorecido por el título. 

Y por esta misma condición de sujeto postulante —que asume la representación 
procesal de los trabajadores que desean ejecutar—, ni el comité de empresa ni el sindica-
to apoderados podrán, por su cuenta y riesgo, interponer demanda ejecutiva, ampliarla, 
transar, desistir, etc., y ello sin perjuicio de que, una vez apoderados, puedan actuar como 
mandatarios en representación de sus mandantes y dentro de las facultades conferidas en 
el acto de apoderamiento.

Los sujetos colectivos que han asumido la representación de los trabajadores en esta 
ejecución singularizada no son tampoco parte por el hecho objetivado de que los benefi-
cios o perjuicios derivados de la ejecución recaerán directamente en los poderdantes y no 
en los representantes legales que han sido apoderados. Quien ostenta la relación directa 
con el derecho material derivado del título no es el representante comparecido sino el 
trabajador poderdante. 

En puridad quien ostenta la legitimación activa por la parte social no son los sujetos 
colectivos de representación obrera sino cada uno de los trabajadores potencialmente fa-
vorecidos por los derechos reconocidos en el título ejecutivo nacido del proceso colectivo. 

5.º Los trabajadores que resulten favorecidos por los beneficios derivados de la eje-
cutoria no pueden instar de forma individual y directa su ejecución. La escasa doctrina 
judicial existente 41 opta por denegar la ejecución de una sentencia de despido colectivo 
declarado nulo por considerar que el trabajador solicitante carecía de legitimación. Aunque 
esta solución judicial cuadra perfectamente con la literalidad del art. 247, hay que recono-
cer que técnicamente resulta discutible pues en realidad no se trata tanto de un problema 

41   Vid. SSTSJ del País Vasco de 12 de junio de 2018, rec. 1134/2018 y de 8 de mayo de 2018, rec. 
758/2018. 
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de falta de legitimación del trabajador que insta individualmente la ejecución colectiva sino 
de una cuestión de postulación procesal y, por tanto, de un defecto perfectamente subsa-
nable ex art. 81.1 LRJS. En efecto, lo procedente no era denegar la ejecución, pues resulta 
dudosa la concurrencia de causa legal no interpretada restrictivamente (art. 239.5 LRJS), 
sino requerir a la parte instante de la ejecución que subsanara el defecto de postulación 
procesal mediante el apoderamiento a un sujeto colectivo para que en su nombre instara 
la ejecución. La personación de un sindicato o comité de empresa que, en representación 
del trabajador poderdante, ratificara la petición de ejecución de la sentencia de despido 
nulo habría dado lugar al despacho de la ejecución en favor del trabajador representado 
por el sujeto colectivo. 

En definitiva, como se pone en evidencia en el supuesto judicial comentado, a efectos 
de tutela judicial efectiva no resulta inocuo reconocer que la representación de los traba-
jadores carece de legitimación extraordinaria representativa para instar la ejecución del 
art. 247. Y si los entes colectivos en verdad no ostentan legitimación, habrá que reconocer 
a los sujetos individuales agraciados por los beneficios del título su condición de parte 
legitimada para instar la ejecución de su derecho, aunque mediante la postulación procesal 
de un sujeto colectivo —representación unitaria o sindical de los trabajadores—, lo que 
da lugar a que, en caso de instarse individualmente esta ejecución colectiva por parte de 
beneficiarios de la ejecutoria, dicha actuación sea subsanable a instancia del órgano juris-
diccional mediante apoderamiento a un sujeto colectivo. 

5.   Conclusiones

Al margen del carácter crítico del estudio que se presenta, lo primero que ha de reco-
nocerse públicamente es que la nueva herramienta procesal regulada en el art. 247 LRJS 
tiene una vocación claramente avanzada y modernizante, pues con la nueva institución 
procesal se prima la defensa en el ámbito de las relaciones laborales de los intereses colec-
tivos, a los cuales se les dota de un novedoso instrumento jurídico que permite obtener una 
tutela judicial mucho más efectiva que la dispensada por el sistema precedente, anclado 
en las reglas de un derecho procesal individualista y decimonónico. 

La ejecución regulada en el art. 247 LRJS comporta en todos los supuestos la rup-
tura del principio de correlación o correspondencia de partes, es decir, los ejecutantes y, 
en los conflictos colectivos supra-empresariales, también el ejecutado, no coinciden con 
los litigantes del proceso de cognición que fueron respectivamente demandantes y de-
mandados. En la totalidad de supuestos de esta modalidad ejecutiva se produce el cambio 
de litigantes en la parte ejecutante, y ello por cuanto que el beneficiario de los derechos 
derivados de la ejecutoria —susceptibles de individualización— es siempre el trabajador 
individual y, por el contrario, la parte demandante del proceso declarativo de conflicto 
colectivo habrá de ser en todo caso un sujeto colectivo, sea representante unitario o sindical 
de los trabajadores. 

Por el contrario, de un conflicto colectivo de ámbito empresarial o infra-empresarial 
puede constituirse una ejecutoria que instituya una obligación respecto de la parte de-
mandada —la empresa— y que, por ello mismo, sea contra quien haya de despacharse la 
ejecución. Por tanto, en este caso concreto no se producirá modificación de sujetos en la 
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parte pasiva, manteniéndose la identidad entre parte demandada y parte ejecutada. En 
cambio, en los conflictos colectivos sectoriales siempre existirá cambio de sujetos en la 
parte ejecutada: dado que la ejecución del art. 247 ha de sustanciarse a nivel empresarial y, 
además, atendiendo a que la ejecutoria instituye obligaciones susceptibles de individualiza-
ción a favor de trabajadores, es evidente que la parte ejecutada nunca podrá ser un sujeto 
colectivo de ámbito sectorial sino la empresa, que es quien deberá soportar las obligaciones 
dimanantes del título frente a los trabajadores ejecutantes. Tampoco existe posibilidad 
de que la empresa haya sido demandada en un conflicto supra-empresarial por carecer 
en este ámbito de legitimación pasiva. Por ello, en la ejecución de títulos dimanantes de 
conflictos sectoriales siempre se producirá el cambio de litigantes en la parte ejecutada. 

Aunque en el art. 247.1, a) LRJS se prevé que estarán legitimados para instar eje-
cución en esta modalidad ejecutiva el empresario y las asociaciones patronales, es decir, 
aunque la literalidad de la norma prevea inequívocamente que el empresario y las asocia-
ciones patronales ostentan legitimación activa, por las particularidades de la regulación 
contenida en la integridad del precepto, todo indica que se está ante una modalidad 
ejecutiva desplegable únicamente en un sentido: cuando la ejecutoria colectiva instituye 
derechos y que, por los datos que obran, los mismos son susceptibles de individualización 
entre los trabajadores incluidos en el ámbito del conflicto. En este caso, las personas 
favorecidas por el título podrán conferir apoderamiento al ente colectivo para instar la 
ejecución singular/colectiva. 

Desde un punto de vista de mecánica procesal, es prácticamente imposible la ejecu-
ción en sentido inverso, es decir, que el empresario favorecido por una sentencia colectiva 
inste la ejecución susceptible de individualización contra la representación unitaria o 
sindical de los trabajadores, sujetos colectivos que no han sido —ni, por razones obvias, 
lo serán en este caso— apoderados expresamente por trabajadores contra los cuales se 
pretende ejecutar. Este supuesto hipotético procesal conduce a una vía muerta, pues nin-
gún trabajador apoderará a un ente colectivo para ser ejecutado y los entes colectivos de 
representación sólo podrán comparecer si son previamente apoderados por los trabajado-
res. El absurdo procesal que se genera es notable y, posiblemente, partiendo de un título 
ejecutivo colectivo favorable al empresario, el camino procesal más seguro será, partiendo 
del efecto procesal de cosa juzgada de la sentencia colectiva (art. 160.5 LRJS), una recla-
mación individual o plural dirigida contra los trabajadores potencialmente destinatarios 
de la condena, sustanciándose esta demanda por el procedimiento ordinario. 

La modalidad ejecutiva del art. 247 LRJS es una hibridación de la ejecución colec-
tiva y la individual. Partiendo de títulos ejecutivos colectivos y mediando la postulación 
procesal de sujetos colectivos, cada trabajador favorecido por la ejecutoria decide indivi-
dualmente si ejercita o no su acción ejecutiva. Hay que observar que la efectividad de los 
derechos reconocidos en el título colectivo no tan solo se garantiza por esta modalidad 
procesal. El trabajador que no ejercite la acción ejecutiva tiene otra opción procesal para 
asegurarse la tutela judicial: accionar contra la empresa en un proceso declarativo indivi-
dual y, tras una sentencia favorable, interesar la ejecución individual pura y simple, que no 
requiere postulación imperativa de la representación legal o sindical de los trabajadores. 

El legislador incurre en una grave incorrección terminológica al atribuir la legi-
timación activa a la representación de los trabajadores. En esta modalidad ejecutiva el 
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titular del derecho a ejecutar y quien decide ejercitar la acción ejecutiva es el trabajador 
potencialmente favorecido por la ejecutoria colectiva, correspondiéndole a este la condi-
ción de parte y ostentando, por ello mismo, la legitimación activa. En verdad, los órganos 
de representación de los trabajadores no son más que sujetos habilitados para asumir 
la representación procesal de los ejecutantes individuales, configurándose como sujetos 
postulantes imprescindibles para dar trámite a la demanda ejecutiva. En definitiva, los 
sujetos colectivos no son más que sujetos postulantes que ejercen en el proceso ejecutivo la 
representación de la parte auténticamente beneficiaria del derecho material ejecutado. Por 
tanto, a pesar de la literalidad de la norma, no se trata de legitimación sino de represen-
tación. Esta modalidad ejecutiva colectiva constituye otra excepción del principio general 
del proceso social (art. 18.1 LRJS) de que las partes podrán comparecer en el proceso por 
sí, pues en la ejecución del art. 247 la postulación procesal mediante sujetos colectivos 
tiene carácter imperativo. 


